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JUICIO DE INCONFORMIDAD. 

NÚMERO DE EXPEDIENTE: 

JIN-VII-PAN-013/2016. 

 

ACTOR: PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL, A TRAVÉS DE SU 

REPRESENTANTE SUPLENTE  

ANTE EL CONSEJO DISTRITAL 

VII CON CABECERA EN 

MIXQUIAHUALA DE JUÁREZ, 

HIDALGO, JOSÉ LUIS GARCÍA 

CRUZ. 

 

AUTORIDAD RESPONSABLE: 

CONSEJO DISTRITAL 

ELECTORAL DE 

MIXQUIAHUALA, HIDALGO. 

 

MAGISTRADO PONENTE: 

JAVIER RAMIRO. LARA 

SALINAS. 

 

TERCERO INTERESADO: 

COALICIÓN “UN HIDALGO CON 

RUMBO”. 

 

 

 En la ciudad de Pachuca de Soto, Hidalgo, a 11 once de julio del año dos 

mil dieciséis. 

 

Vistos, para resolver, en definitiva los autos que forman el expediente 

integrado con motivo del Juicio de Inconformidad presentado ante el Consejo 

Distrital Electoral VII con cabecera en Mixquiahuala de Juárez, Hidalgo, por JOSÉ 

LUIS GARCÍA CRUZ, quien se ostenta como Representante Suplente del Partido 

Acción Nacional ante el citado Consejo, inconformándose a la elección de 

Diputados al principio de mayoría relativa del Distrito local VII, objetando, los 

resultados del cómputo, la declaración de validez de la elección, así como el 

otorgamiento de la constancia de mayoría a la formula postulada por la Coalición 

“Un Hidalgo con Rumbo” del referido distrito; encontrándose radicado en este 

Tribunal Electoral bajo el número JIN-VII-PAN-013/2016, con motivo del Proceso 

Electoral Local Ordinario 2015-2016, y 
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R E S U L T A N D O S 

 

 

I.- ANTECEDENTES. De la narración de hechos de la accionante y de las 

constancias que obran en autos, se advierte lo siguiente: 

 

1. Inicio del Proceso Electoral de Estado de Hidalgo. En sesión 

especial de fecha quince de diciembre del año dos mil quince, se instaló 

el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, para el 

Proceso Electoral Local de Elecciones Ordinarias 2015-2016, para los 

cargos de Gobernador o Gobernadora, Diputados o Diputadas de 

mayoría relativa, y para integrar los Ayuntamientos y Congreso Local 

del Estado de Hidalgo. 

 

2. Jornada Electoral. En fecha cinco de junio del año en curso, se llevó a 

cabo la jornada electoral donde se eligieron las planillas para ocupar los 

Ayuntamientos del Estado de Hidalgo, entre ellas la de Diputados de 

Mayoría del Distrito VII de Mixquiahuala de Juárez, Hidalgo. 

  

3. Cómputo Distrital. El día nueve de junio del año 2016 dos mil dieciséis, 

el Consejo Distrital VII con cabecera en Mixquiahuala, Hidalgo, llevo a 

cabo la sesión de cómputo, declaro la validez de la elección y expidió la 

constancia de mayoría a la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo”, por 

haber resultado ganador, obteniéndose los siguientes resultados de 

dicho computo: 

 

DISTRITO 
                        VOTOS 

NULOS 

DIFERENCIA 

ENTRE 1o y 

2o LUGAR 

MIXQUIAHUALA 

DE JUÁREZ 9,687 17,849 12,797 4,052 3,724 2,232 6,687 7,251 165 73 95 20 2,862 15,816 

 

 

II. Sustanciación del Juicio de Inconformidad. 

 

1.- Inconforme con los resultados consignados en el acta de la sesión de 

cómputo distrital, la consecuente declaración de validez de la elección y el 

otorgamiento de la constancia de mayoría a la formula postulada por la Coalición 

“Un Hidalgo con Rumbo”, con fecha 13 trece de junio de 2016 se recepcionó en el 

Consejo Distrital Electoral VII con cabecera en Mixquiahuala de Juárez, Hidalgo. 

Comentado [l1]:  
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Juicio de Inconformidad promovido por José Luis García Cruz, quien se ostentó 

como Representante Suplente del Partido Acción Nacional ante dicho Consejo, 

solicitando la nulidad de la elección de fecha 5 cinco de junio del año 2106, dos 

mil dieciséis, exponiendo lo que considero conveniente. 

 

2.- Con fecha 17 diecisiete de junio del presente año se recibió en la 

Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral, el escrito de JOSÉ LUIS GARCÍA 

CRUZ, mediante el cual interpuso Juicio de Inconformidad señalado en el párrafo 

precedente. 

 

3.-Con fecha 21 veintiuno de junio del presente año, se ordenó registrar el 

presente Juicio en el Libro de Gobierno de este Órgano Judicial, bajo el número 

JIN-VII-PAN-013/2016. 

 

4.- Por auto de la misma fecha, por cuestión de turno y mediante oficio 

TEEH-P-1103/2016, el presente Juicio fue asignado a la ponencia del Magistrado 

Javier Ramiro Lara Salinas. 

 

5.- Con fecha 30 de junio del año 2016, dos mil dieciséis, se tuvo por 

radicado y admitido a trámite abriéndose la instrucción del mismo, teniéndose por 

expresados los conceptos de agravio respectivo, además de tenerse por 

apersonado al tercero interesado, siendo la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo” del 

distrito ya referido; sustanciado en su totalidad el expediente, se declaró el cierre 

de instrucción y finalmente se ordenó su listado, poniéndose en estado de 

resolución, misma que hoy se pronuncia sobre las bases de los siguientes: 

 

 

C O NS I D E R A N D O S 

 

 

 PRIMERO. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. Este Tribunal Electoral del 

Estado de Hidalgo, es competente para resolver el presente medio de 

impugnación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 35 fracción II, 41 

fracción VI, 99 fracción lV, 116 fracción IV inciso l) de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 24 fracción IV y 99 inciso C) fracción III de la 

Constitución Política del Estado de Hidalgo; 343, 344, 345, 346 fracción III, 347, 

352, 357 al 361, 364, 367, 368 y 369 y 371,416 al 432 del Código Electoral del 

Estado de Hidalgo; por tratarse de un Juicio de Inconformidad; 1, 2, 4, 7, 12 

fracción ll de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo; 1, 9, 14 

fracción I del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo. 
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 SEGUNDO. LEGITIMACIÓN. El Partido Acción Nacional se encuentra 

debidamente legitimado para promover el Juicio de Inconformidad interpuesto a 

través de José Luis García Cruz, ostentándose como Representante Suplente del 

Partido ya referido, toda vez que la misma Ley Electoral de Hidalgo establece en 

su artículo 423 que este medio de impugnación debe ser promovido por los 

Partidos Políticos, además dicho instituto político cuenta con registro nacional y 

consecuentemente con reconocimiento ante el Instituto Estatal Electoral de 

Hidalgo, y participó en el Proceso Electoral para la Renovación del Congreso 

Local, de esta entidad federativa. Mas sin embargo no pasa por desapercibido 

para este Órgano Resolutor que primeramente obra un escrito interpuesto por 

Luis Guillermo Candelaria Ortega persona que legalmente no cuenta con la 

debida legitimación para interponer el citado juicio en términos del artículo 423 del 

Código Electoral para el Estado de Hidalgo, por lo tanto se considera como no 

interpuesto el medio de defensa que pretende sin embargo, el C. José Luis García 

Cruz con la debida personalidad acreditada y reconocida por el propio Instituto 

Estatal Electoral, dentro del presente juicio, siendo esta la de Representante 

Suplente del Partido Acción Nacional interpone dicho juicio en tiempo y forma por 

haber sido presentado el día 13 de junio del presente año. 

 

 

TERCERO.- PERSONERÍA. El artículo 423 del Código Electoral del Estado 

de Hidalgo, establece que los partidos políticos están legitimados para interponer 

el Juicio de Inconformidad, a través de sus representantes debidamente 

acreditados ante los Consejos Distritales o Municipales respectivos, siendo que en 

el presente asunto se ostentó José Luis García Cruz, como Representante 

Suplente del Partido Acción Nacional, carácter que le fue reconocido por el 

Instituto Estatal Electoral de Hidalgo. 

 

 

CUARTO.- CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. De la lectura y análisis de 

las constancias que integran los autos del expediente en que se actúa, no se 

actualiza ninguna de las hipótesis previstas por los artículos 353 y 354 del Código 

Electoral del Estado de Hidalgo. 

 

 

QUINTO.- REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD. El medio de impugnación 

que se examina, reúnen los requisitos de procedibilidad previstos por el Código 

Electoral del Estado de Hidalgo, como enseguida se demuestra: 
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 Formalidad. La demanda cumple con los requisitos previstos por el artículo 

352 del Código Electoral del Estado, en virtud de que fue presentada por escrito, 

hace constar el nombre y firma de la parte actora, señala el medio de 

impugnación que hace valer, identifica el acto o resolución impugnado y a la 

autoridad responsable del mismo, los hechos en los que basa su impugnación, el 

agravio que le causa el acto reclamado, los preceptos presuntamente violentados 

y ofrece pruebas. 

 

 Oportunidad. El medio de impugnación que se resuelve mediante la 

presente resolución, fue presentado dentro del plazo de cuatro días que señala el 

artículo 351 del Código Electoral del Estado de Hidalgo, y por tanto dicha 

presentación resulta oportuna. 

 

 Interés jurídico. El Partido Acción Nacional a través de su representante, 

tiene interés jurídico para promover el medio de impugnación que se resuelve, ya 

que participó en el proceso de selección de candidatos al cargo de Diputados del 

Distrito VII con cabecera en Mixquiahuala de Juárez, Hidalgo, y considerando que 

los resultados de la jornada electoral no le son favorables, lo cual es contrario a 

sus intereses, en consecuencia, promueve el presente medio de impugnación. 

 

 

SEXTO. ESTUDIO PREVIO. Es menester precisar que el artículo 368 del 

Código Electoral del Estado de Hidalgo, establece que, al resolver los medios de 

impugnación, la autoridad resolutora deberá suplir la deficiencia u omisión en los 

agravios, siempre y cuando los mismos puedan ser claramente deducidos de los 

hechos expuestos. 

 

Criterio análogo se contiene en la jurisprudencia 03/2000, visible en la 

Revista Justicia Electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Suplemento 4, Año 2001, página 5, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

 

“AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS 

ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR. En atención a lo 

previsto en los artículos 2o., párrafo 1, y 23, párrafo 3, de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que recogen los 

principios generales del derecho iura novit curia y da mihi factum dabo tibi 

jus (el juez conoce el derecho y dame los hechos y yo te daré el derecho), ya 

que todos los razonamientos y expresiones que con tal proyección o 

contenido aparezcan en la demanda constituyen un principio de agravio, con 
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independencia de su ubicación en cierto capítulo o sección de la misma 

demanda o recurso, así como de su presentación, formulación o 

construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula 

deductiva o inductiva, puesto que el juicio de revisión constitucional electoral 

no es un procedimiento formulario o solemne, ya que basta que el actor 

exprese con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que le 

causa el acto o resolución impugnado y los motivos que originaron ese 

agravio, para que, con base en los preceptos jurídicos aplicables al asunto 

sometido a su decisión, la Sala Superior se ocupe de su estudio”. 

Tercera Época: 

 

De igual forma, se analizarán los conceptos de violación planteados en dicho 

escrito inicial, en acatamiento a lo establecido en la tesis de jurisprudencia 02/98, 

consultable en la Revista Justicia Electoral, del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, Suplemento 2, Año 1998, páginas 11 y 12, cuyo rubro y 

texto es del tenor siguiente: 

 

“AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL 

ESCRITO INICIAL. Debe estimarse que los agravios aducidos por los 

inconformes, en los medios de impugnación, pueden ser desprendidos de 

cualquier capítulo del escrito inicial, y no necesariamente deberán 

contenerse en el capítulo particular de los agravios, en virtud de que pueden 

incluirse tanto en el capítulo expositivo, como en el de los hechos, o en el de 

los puntos petitorios, así como el de los fundamentos de derecho que se 

estimen violados. Esto siempre y cuando expresen con toda claridad, las 

violaciones constitucionales o legales que se considera fueron cometidas por 

la autoridad responsable, exponiendo los razonamientos lógico-jurídicos a 

través de los cuales se concluya que la responsable o bien no aplicó 

determinada disposición constitucional o legal, siendo ésta aplicable; o por el 

contrario, aplicó otra sin resultar pertinente al caso concreto; o en todo caso 

realizó una incorrecta interpretación jurídica de la disposición aplicada.” 

Tercera Época: 

 

Así como con el criterio sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación en la tesis de jurisprudencia identificada con la 

clave S3ELJ 04/2000 visible en la página 23 de la Compilación Oficial de 

Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, que dispone: 

 

“AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA 

LESIÓN.- El estudio que realiza la autoridad responsable de los agravios 

propuestos, ya sea que los examine en su conjunto, separándolos en 

distintos grupos, o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o 
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en orden diverso, no causa afectación jurídica alguna que amerite la 

revocación del fallo impugnado, porque no es la forma como los agravios se 

analizan lo que puede originar una lesión, sino que, lo trascendental, es que 

todos sean estudiados”. 

 

Por último, este Órgano Colegiado sigue, el criterio reiterado de la Sala 

Superior, en el que señala, que el ocurso que da inicio a cualquier medio de 

impugnación en materia electoral debe considerarse como un todo, que tiene que 

ser analizado en su integridad a fin de estar en aptitud para determinar con la 

mayor exactitud cuál es la verdadera intención del promovente, contenida en el 

escrito inicial, por lo que, debe atenderse de forma preferente a lo que se quiso 

decir y no a lo que aparentemente se dijo. 

 

Este criterio se encuentra previsto en la tesis de jurisprudencia número 

04/99, publicada en la Revista Justicia Electoral, del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, Suplemento 3, Año 2000, página 17, cuyo rubro y texto 

son del siguiente tenor: 

 

"MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL 

RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL OCURSO QUE LOS CONTENGA 

PARA DETERMINAR LA VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR. 

Tratándose de medios de impugnación en materia electoral, el juzgador debe 

leer detenida y cuidadosamente el ocurso que contenga el que se haga valer, 

para que, de su correcta comprensión, advierta y atienda preferentemente a 

lo que se quiso decir y no a lo que aparentemente se dijo, con el objeto de 

determinar con exactitud la intención del promovente, ya que sólo de esta 

forma se puede lograr una recta administración de justicia en materia 

electoral, al no aceptarse la relación oscura, deficiente o equívoca, como la 

expresión exacta del pensamiento del autor del medio de impugnación 

relativo, es decir, que el ocurso en que se haga valer el mismo, debe ser 

analizado en conjunto para que, el juzgador pueda, válidamente, interpretar el 

sentido de lo que se pretende". 

Tercera Época 

 

Ante las relatadas circunstancias, esta Autoridad Jurisdiccional estima 

procedente estudiar el fondo de la controversia planteada por la parte actora en el 

presente juicio, a fin de determinar si hubo violaciones o no a la Ley Electoral en 

la pasada elección desarrollada en esta Entidad. 
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 SÉPTIMO. ESTUDIO DE FONDO. De la lectura integral del escrito de 

demanda, se advierte que el promovente interpone el Juicio de Inconformidad, al 

impugnar la elección distrital VII con cabecera en Mixquiahuala de Juárez, 

Hidalgo, y por lo tanto se procede al estudio de los argumentos de agravio 

expresados por la parte recurrente, en el entendido que ello se realiza bajo la 

condicionante de que la impugnante señale con claridad la causa de pedir, esto 

es, que precise la lesión, agravio o concepto de violación que desde su punto de 

vista, le cause el acto que se impugna, así como los motivos origen de ello. 

 

Ahora bien, en la especie, la parte promovente ofreció como medios de 

prueba, las siguientes: 

 

1.- Copia simple del escrito presentado por Luis Guillermo Candelaria 

Ortega, en su calidad de Candidato a Diputado por el principio de mayoría relativa 

del Partido Acción Nacional, en el distrito electoral VII, con cabecera en 

Mixquiahuala de Juárez. 

 

2.- 63 copias de fotografías en 24 hojas, de las diversas formas que la 

asociación se ha venido promoviendo en los municipios que integran el distrito VII, 

misma que de la hoja 1 a 8 se muestran las publicaciones que tal organización 

hizo del inicio de campaña; de la 9 y 10 la presencia de “yo amo a Mixquiahuala” 

en la campaña del PRI; 11 y 12, los transportes que utilizaron durante sus 

actividades de proselitismo; 13, 14 y 15, la presencia de la candidata suplente y 

de un funcionario del gobierno federal; 16 y 17, muestra la entrega de obsequios 

de la citada asociación, además de la presencia del mismo funcionario de 

gobierno mencionado; 18 y 19 entrega de regalos con motivo del “día de las 

madres”, en la colonia Teñhe de este municipio; 20 y 21 entrega de juguetes a 

niños por uno de los dirigentes de “yo amo a Mixquiahuala”; 22 y 23 entrega de 

obsequios por la multicitada organización; 24 donde la organización “progreso 

merece crecer”, entrega de propaganda del candidato Omar Fayad originales 

están en poder de la autoridad responsable por haber sido presentadas como 

pruebas en escrito antes mencionado. Las que vinculo a todos y cada uno de los 

hechos. 

 

3.- Copia simple de la página electrónica de la Secretaria de 

Comunicaciones y Transportes donde se acredita la calidad y puesto que ocupa el 

Ing. Jorge Candelaria Martínez, misma que relacionó con los hechos y agravios 

expresados en el cuerpo del presente. 
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4.- Fotografías del organigrama que existe en el Centro SCT - Hidalgo, 

donde se aprecia que el Sub Director es el Ing. Jorge Candelaria Martínez, misma 

que relacionó con los hechos y agravios expresados en el cuerpo del presente. 

 

5.- Fotografías de la presencia del Sub Director de obras del Centro SCT – 

Hidalgo, Ing. Jorge Candelaria Martínez, misma que relacionó con los hechos y 

agravios expresados en el cuerpo del presente. 

 

 Por su parte el tercero interesado Coalición “Un Hidalgo con Rumbo”, 

exhibió contestación a los agravios, aduciendo lo que a sus intereses conviene, 

ofreciendo los elementos de convicción siguientes: 

  

1.- La presuncional, legal y humana, en todo aquello que beneficie los 

intereses de mi representado. 

 

2.- La instrumental de actuaciones, consistente en todas y cada una de 

las actuaciones que obren en el presente asunto, y que beneficien a mi mandante. 

 

Dando contestación al agravio planteado por el recurrente; el tercero 

interesado manifestó: 

 

Que el partido demandante pretende demostrar a través de meras 

fotografías hechos que son únicamente cavilaciones o invenciones 

malintencionadas, pues como ese H. Tribunal puede detectar del supuesto caudal 

probatorio, en su mayoría lo constituyen fotografías que tratan de actividades 

diversas sin que de ellas se pueda desprender, ni siquiera de forma indiciaria, la 

supuesta relación de la fundación “yo amo a Mixquiahuala” con la Coalición que 

represento, el Partido Revolucionario Institucional, ni las candidatas a Diputada 

local por el Distrito VII. 

 

El conjunto de 63 fotografías presentadas por el partido actor, el mismo 

pretende comprobar un actuar ilegal por parte del Ing. Jorge Candelaria Martínez, 

mediante la presentación de copias simples de la página electrónica de la 

Secretaria de Comunicaciones y Transportes en la que se acredita su cargo, así 

como fotografías en las que supuestamente se comprueba su presencia en 

eventos de propaganda, sin embargo, tal circunstancia no descalifica en modo 

alguno las actividades del funcionario, en este sentido se reitera que todo el 

caudal probatorio, no se desprende elemento alguno que sustente las temerarias 

afirmaciones del partido demandante respecto de la relación de colaboración e 

incluso de posible subordinación entre la asociación “yo amo a Mixquiahuala” y el 
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Partido Revolucionario Institucional, así como indicio que sustente la mención del 

actor en el sentido de que es posible que este partido fondeara a la citada 

asociación con prerrogativas propias o que dicha asociación llevaba a cabo 

aportaciones de carácter prohibido por ser persona moral. 

 

Mucho menos, se desprende de los elementos de prueba  aportados por el 

partido demandante que se utilicen recursos públicos provenientes de la 

Secretaria de Comunicaciones y Transportes para fondear a la citada asociación, 

por lo que resulta claro el carácter malintencionado del partido demandante al 

hacer afirmaciones del todo temerarias y sin fundamento que concluyen en meras  

difamaciones hacia la persona de candidatos que represento, así como los 

institutos políticos que conforman la Coalición “Un Hidalgo con Rumbo”. 

 

Probanzas todas, que son consideradas y valoradas por este Órgano 

Resolutor, atendiendo a los principios de la lógica, la sana crítica y la experiencia, 

en virtud de que se señala con anterioridad cuales resultan pertinentes por 

encontrarse relacionados con las pretensiones reclamadas. 

 

 

ANÁLISIS DE LOS AGRAVIOS DEL ACTOR: 

 

 

PRIMER AGRAVIO DEL ACTOR. Se duele el recurrente en lo medular, de 

que: Se investigue y sancione a la fundación “Yo amo a Mixquiahuala” y “Yo amo 

a San Salvador”; que dado el tiempo que el PRI, mediante su asociación “Yo amo 

a Mixquiahuala” y “Yo amo a San Salvador”; han venido realizando actos de 

promoción personal con el fin de obtener su reconocimiento de sus principales 

actores políticos en los municipios que integran el nuevo distrito local denominado 

con el numero VII…. Mi representado esta en completa desventaja, pues el hecho 

de que ellos hayan iniciado con anterioridad la promoción de YENSSI 

GUTIÉRREZ LÓPEZ, mediante la entrega de obsequios o la realización de obras  

en los municipios donde hoy es candidata suplente pone en ventaja la fórmula de 

la que ella es parte. 

 

Por razón de método el agravio es según su decir la violación al principio 

de equidad, así tenemos que el principio de equidad o de igualdad de 

oportunidades en las competiciones electorales es un principio característico de 

los sistemas democráticos contemporáneos en el que el acceso al poder se 

organiza a través de una competición entre las diferentes fuerzas políticas para 

obtener el voto de los electores. Es un principio clave que integraría un Derecho 
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Electoral común propio de aquellos países que se definen como Estados 

democráticos de Derecho y que se fundamentan en la idea de soberanía popular 

y en la sumisión de todos los poderes al imperio de la ley y de la Constitución. Es 

un principio con una relevancia especial en el momento electoral, ya que procura 

asegurar que quienes concurran a él estén situados en una línea de salida 

equiparable y sean tratados, a lo largo de la contienda electoral, de manera 

equitativa. 

 

El principio de igualdad de oportunidades en las competiciones electorales 

va a desplegar sus efectos sobre las distintas fases del Proceso Electoral. De ahí 

que pueda distinguirse una igualdad de oportunidades en el acceso a las 

competiciones electorales (presentación de candidaturas) y una igualdad de 

oportunidades en sentido estricto, es decir, una igualdad que afecta a la actuación 

de los competidores una vez que estos han accedido a dicha condición, jugando 

un papel decisivo en el periodo de la campaña electoral. La igualdad de 

oportunidades en el acceso a las competiciones electorales es el presupuesto y 

fundamento de la libertad de elección, e implica garantizar la libertad de acceso a 

dichas competiciones. 

 

De ahí que el principio de igualdad de oportunidades se haya convertido 

también en el fundamento constitucional de las causas de inelegibilidad. 

Asimismo, el principio de igualdad de oportunidades en esta fase de acceso a las 

competiciones electorales puede actuar sobre la regulación de las restricciones a 

la libertad de presentación de candidaturas, tratando de minimizarlas, en la 

medida de lo posible, para facilitar una oferta electoral amplia. 

 

La igualdad de oportunidades en sentido estricto, esto es, la que afecta a la 

actuación de los competidores una vez que han accedido a dicha condición, 

además de proyectarse sobre las normas reguladoras del Proceso Electoral, 

actuando como un principio objetivo e informador del Derecho Electoral, va a 

contribuir también a dotar de contenido a los derechos subjetivos de los 

competidores electorales (esencialmente a los derechos de participación política, 

en su vertiente activa y pasiva, pero también a otros derechos como los de 

libertad de expresión o los derechos de reunión o asociación). 

 

De ahí que algunas de las proyecciones de este principio vayan a formar 

parte también del contenido del derecho fundamental de acceso a cargos 

públicos, siendo por ello objeto de protección jurisdiccional. Pero igualmente 

puede actuar como fundamento constitucional de posibles limitaciones legales a 

dichos derechos. 
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En este tipo de igualdad de oportunidades pueden distinguirse también dos 

dimensiones: una negativa y otra positiva. La primera viene determinada por el 

establecimiento de una prohibición genérica a los competidores electorales de 

obtener una ventaja indebida sobre los demás en las contiendas electorales. 

Prohibición que se proyecta en la elaboración de un conjunto de normas que 

introducen restricciones a la actuación de los competidores electorales, como 

puede ser el establecimiento de un tope o límite máximo de gastos electorales o la 

prohibición de contratar publicidad electoral de pago en televisión. La dimensión 

positiva viene determinada por un conjunto de normas que contiene un mandato 

dirigido a los poderes públicos para que los competidores electorales puedan 

acceder a una serie de prestaciones atendiendo a criterios equitativos y 

proporcionales. Como ejemplo de este tipo de normas estarían la subvención de 

los gastos electorales o la cesión de espacios gratuitos en los medios de 

comunicación social. 

 

Etimológicamente el  Diccionario de la Real Academia de la Lengua 

Española, dice que equidad, es: 

 

Del lat. aequĭtas, -ātis. 

1. f. Igualdad de ánimo. 

2. f. Bondadosa templanza habitual, propensión a dejarse guiar, o a 

fallar, por el sentimiento del deber o de la conciencia, más bien que por 

las prescripciones rigurosas de la justicia o por el texto terminante de la 

ley. 

3. f. Justicia natural, por oposición a la letra de la ley positiva. 

4. f. Moderación en el precio de las cosas o en las condiciones de los 

contratos. 

5. f. Disposición del ánimo que mueve a dar a cada uno lo que merece. 

 

Ahora bien el artículo 98 del Condigo Electoral del Estado dispone que el 

Proceso Electoral está constituido por el conjunto de actos previstos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la legislación general 

aplicable, la Constitución Política del Estado de Hidalgo, este Código y demás 

disposiciones; que realizarán las autoridades electorales, los partidos políticos, 

Candidatos Independientes y los ciudadanos, con el objeto de elegir 

periódicamente al titular del Poder Ejecutivo, a los integrantes del Poder 

Legislativo y de los Ayuntamientos de la Entidad. Los Procesos Electorales 

podrán ser ordinarios o extraordinarios. 
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Dentro de ese Proceso Electoral, existen autoridades que lo regulan, Órgano 

Jurisdiccional que lo califica, reglas para pre campañas, campañas, recepción de 

votación, escrutinio, cómputo, declaración de validez, entre otras figuras, las 

cuales se aplican a los participantes en el Proceso Electoral, por lo tanto si una 

Asociación hace actos de promoción personal y no lo hace en el tiempo electoral, 

como su propia confesión lo dice, pero además no dice en qué consisten esos 

actos, en que fechas se dieron, en qué lugares se desarrollarlo, y además de que 

la carga de la prueba es de la parte actora según el artículo 360, situación que en 

la especie no ocurre, es INOPERANTE el agravio en cita, toda vez que no refiere 

violación a ninguno de los principios citados y no se le afecto esa igualdad de 

oportunidades que se ha hecho referencia. 

 

En relación con su segundo agravio: Esta asociación, a la fecha no 

sabemos si los recursos que maneja son producto de las prerrogativas del PRI, o 

las obtiene como asociación civil…. O bien si utilizando el puesto de Sub Director 

de Obras del Centro SCT - Hidalgo, el Ing. Jorge Candelaria Martínez sustrae de 

esa dependencia federal, los recursos que utilizan en la promoción de su 

organización “Yo amo a Mixquiahuala”…… Lo que contribuye aún más a la 

transgresión de la norma electoral que se sustenta en la certeza, imparcialidad, 

independencia, legalidad. Máxima publicidad y objetividad, que son los principios 

que tutelan las leyes de la materia. El hecho de que el Ing. Jorge Candelaria 

Martínez, en su calidad de Sub Director de obras del Centro de STC - Hidalgo, 

sea el fundador y uno de los principales actores públicos de la organización “Yo 

amo a Mixquiahuala”, misma que también existe en cada uno de los municipios 

que integran este distrito electoral….Y durante todo este tiempo han realizado 

actividades de entrega de regalos, apoyos o realiza obras….Y esto lo hacen para 

hacer llegar votos a la fórmula de candidatos a Diputados por el principio de 

mayoría relativa integrada por las C. C. ANA BERTHA DÍAZ GUTIÉRREZ y 

YENSSI GUTIÉRREZ LÓPEZ. A mayor abundamiento la simple presencia de un 

funcionario público en algunos actos de campaña de los candidatos de los 

partidos políticos incrementa las posibilidades de triunfo de estos, toda vez que 

en función de sus actividades tiene las posibilidades reales de ayudar a la gestión 

y a la pronta resolución a las demandas…El Ing. Jorge Candelaria Martínez, y su 

organización han realizado, aprovechando las necesidades que genera la miseria 

y pobreza que los gobiernos emanados del PRI, han creado. 

 

Donde refiere que no sabe de dónde se obtienen los recursos si de 

prerrogativas o de una asociación o de un funcionario, se considera como una 

simple afirmación que no tiene valor alguno, no aporta mayores elementos y solo 

es una afirmación sin sustento probatorio; si bien es cierto que es suficiente con 
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expresar la causa de pedir, en la especie no existe una sola prueba que 

corrobore el ateste y por ende es INOPERANTE. 

 

Los elementos que toda elección debe contener para que sea considerada 

democrática y válida, es decir que se califique como producto del ejercicio 

soberano del pueblo, son los siguientes: 

 

o Que sean libres, auténticas y periódicas. 

 

o Que el sufragio sea universal, libre, secreto y directo. 

 

o Que la participación de los partidos políticos y de los candidatos 

independientes se dé en igualdad de condiciones, es decir, que haya 

equidad en la contienda. 

 

o Que la organización de las elecciones se realice por medio de un 

organismo público autónomo. 

 

Adicionalmente, se consideran principios rectores del Proceso Electoral la 

certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad, a los que se añade 

a partir de la reforma de 2014 el de máxima publicidad, que implica que todos los 

actos y la información en poder de las autoridades electorales son públicos y sólo 

por excepción se podrán reservar en los casos expresamente previstos por las 

leyes (artículos 39, 41, 99, 116, 122 y 130, Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos). 

 

Principios que solo dijo se violaron, pero no señalo, cuál de ellos, ya que 

son diferentes y además no aportó pruebas para ello. 

 

Cabe hacer mención que el promovente refiere en su punto número 4 de 

hechos en su escrito de demanda que el día domingo 2 de abril del presente año 

inicio la campaña de la fórmula de candidatas a diputadas por el distrito VII, las C. 

C. ANA BERTHA DÍAZ GUTIÉRREZ Y YENSSI GUTIÉRREZ LÓPEZ, donde 

manifestaron que en tal actividad tuvieron cuatro mil asistentes, de acuerdo a sus 

propias publicaciones en la red social Facebook, cabe hacer mención que las 

publicaciones de Facebook, que hace referencia el actor, en relación con este 

tema, dice la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que la 

Constitución no es solamente un documento de carácter político, sino la Norma 

Fundamental, cuya fuerza vinculante rige en todas las relaciones jurídicas. En 

este sentido, los derechos fundamentales -incluyendo los consagrados en los 



15 
 

tratados internacionales ratificados por México-, también son normas con un 

grado máximo de fuerza vinculante dentro de nuestro ordenamiento jurídico. Su 

estructura es la de principios y, como tales, están indefectiblemente llamados a 

ser limitados por los otros principios con los que entren en interacción. 

 

Esta idea confirma que los derechos fundamentales reconocidos en los 

artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

tienen límites, dentro de los cuales la propia Constitución y los tratados 

internacionales identifican, entre otros, la vida privada y los derechos de los 

demás. 

 

La libertad de expresión y el derecho a la información son dos derechos 

funcionalmente esenciales en la estructura del Estado constitucional de derecho 

que tienen una doble faceta, individual y social. 

 

La libre manifestación y flujo de información, ideas y opiniones, ha sido 

erigida en condición indispensable de prácticamente todas las demás formas de 

libertad, como un prerrequisito para evitar la atrofia o el control del pensamiento y 

como presupuesto indispensable de las sociedades políticas abiertas, pluralistas y 

democráticas. Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

retomando las palabras de su homólogo europeo, ha señalado que la libertad de 

expresión es una piedra angular en la existencia misma de una sociedad 

democrática. 

 

Así, y como conclusión provisional, en las sociedades democráticas es más 

tolerable el riesgo derivado de los eventuales daños generados por la expresión y 

la información, que el riesgo de una restricción general de las libertades 

correspondientes. 

 

Es de la mayor relevancia la existencia de un marco constitucional que 

facilite la comunicación libre y socialmente trascendente, pues el intercambio de 

información y opiniones entre los distintos comunicadores contribuirá a la 

formación de la voluntad social y estatal, de modo que es posible afirmar que el 

despliegue comunicativo es constitutivo de los procesos sociales y políticos. Esto 

evidencia el carácter funcional que para la vida democrática nacional representan 

las libertades de expresión e información, de forma tal que la libertad de 

comunicación adquiere un valor en sí misma o se convierte en un valor autónomo, 

sin depender esencialmente de su contenido. 
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En ese orden de ideas la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial Federal ha citado que el artículo 6º constitucional contempla, en su 

párrafo segundo, el derecho de toda persona al libre acceso a información plural y 

oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole 

por cualquier medio de expresión. Lo que incluye necesariamente la internet y las 

diferentes formas de comunicación que conlleva. 

 

Dicha porción del citado precepto constitucional fue adicionada mediante 

reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el once de junio de dos mil 

trece. 

 

Del análisis de la exposición de motivos de la citada reforma constitucional 

se desprende que el Poder de Reforma de la Constitución buscó garantizar el 

derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como 

a los servicios de banda ancha e internet, entre otros, pues de manera expresa se 

señala que "la universalidad en el acceso a la banda ancha y a los servicios de 

radiodifusión y telecomunicaciones permitirá que, de manera pública, abierta, no 

discriminatoria, todas las personas tengan acceso a la sociedad de la información 

y el conocimiento en igual forma y medida, con una visión inclusiva; contribuyendo 

con ello al fortalecimiento de una sociedad de derechos y libertades basada en la 

igualdad". 

 

En ese sentido, la Sala Superior en el expediente SUP-REP-55/2015, ha 

reconocido que la libre manifestación de las ideas es una de las libertades 

fundamentales de la organización estatal moderna. Asimismo, ha sostenido que la 

libertad de expresión e información se deben maximizar en el contexto del debate 

político, pues en una sociedad democrática su ejercicio debe mostrar mayores 

márgenes de tolerancia cuando se trate de temas de interés público. 

 

De ese modo, la Sala ha determinado que el alcance del derecho a la 

libertad de pensamiento y expresión y su rol dentro de una sociedad democrática 

engloba dos dimensiones: la individual, que se realiza a través del derecho de 

expresar pensamientos e ideas y el derecho a recibirlas, y la social, como medio 

de intercambio de ideas e información para la comunicación masiva entre los 

seres humanos. 

 

En un mismo sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que uno de los objetivos fundamentales de la tutela a la libertad de 

expresión es la formación de una opinión pública libre e informada, la cual es 

indispensable en el funcionamiento de toda democracia representativa. 
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En relación con lo anterior, tenemos que la libertad de expresión no es 

absoluta, sino que debe ejercerse dentro de los límites expresos o sistemáticos 

que se derivan, según cada caso, a partir de su interacción con otros elementos 

del sistema jurídico. El artículo 6º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos establece, que la libertad de expresión está limitada por el 

ataque a la moral, la vida privada, los derechos de terceros, la provocación de 

algún delito, o la afectación al orden público. 

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el artículo 13, 

párrafo 1, en relación con el párrafo 2 del mismo artículo, y el artículo 11, párrafo 

1 y 2, luego de reconocer el derecho de expresión y manifestación de las ideas, 

reitera como límites: el respeto a los derechos, la reputación de los demás, la 

protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas, 

y el derecho de toda persona a su honra y al reconocimiento de su dignidad. 

 

En esa tesitura, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, integradora de nuestro orden jurídico, en los términos que lo orienta el 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha 

establecido que en el marco de una campaña electoral, la libertad de pensamiento 

y de expresión en sus dos dimensiones constituye un bastión fundamental para el 

debate durante el Proceso Electoral, al transformarse en herramienta esencial 

para la formación de la opinión pública de los electores y, con ello, fortalecer la 

contienda política entre los distintos candidatos y partidos que participan en los 

comicios y se transforma en un auténtico instrumento de análisis de las 

plataformas políticas planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite 

mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades y de su gestión. 

 

Adicionalmente, debe tenerse presente que la propia Corte Interamericana, 

en la Opinión Consultiva OC-5/85, hizo referencia a la estrecha relación existente 

entre democracia y libertad de expresión, al establecer que esta última es un 

elemento fundamental sobre la cual se basa la existencia de la sociedad 

democrática; indispensable para la formación de la opinión pública; una condición 

para que los partidos políticos que deseen influir en la sociedad puedan 

desarrollarse plenamente y para que la comunidad a la hora de ejercer sus 

opciones esté suficientemente informada. 

 

En ese mismo sentido se han pronunciado diferentes instancias 

internacionales. Así, por ejemplo, la Relatoría para la Libertad de Expresión de la 

Organización de Estados Americanos sostuvo en su informe anual 2009, que el 
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sano debate democrático exige que exista el mayor nivel de circulación de ideas, 

opiniones e informaciones de quienes deseen expresarse a través de los medios 

de comunicación. 

 

De igual forma, en la Declaración conjunta sobre medios de comunicación y 

elecciones realizada por los Relatores para la Libertad de Expresión de la 

Organización de Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos, la 

Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa, y la Comisión 

Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, señalaron que las autoridades 

deben aplicar las garantías constitucionales e internacionales a efecto de proteger 

la libertad de expresión durante los procesos electorales. 

 

Lo anterior confirma que en el contexto de una contienda electoral la 

libertad de expresión debe ser especialmente protegida, ya que constituye una 

condición esencial del proceso y por tanto de la democracia. Por ello, la 

interpretación que se haga de las normas que la restrinjan o limiten debe ser 

estricta. 

 

Además, respecto a Internet, el Relator Especial de las Naciones Unidas 

sobre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de 

Expresión, ha señalado que Internet, como ningún medio de comunicación antes, 

ha permitido a los individuos comunicarse instantáneamente y a bajo costo, y ha 

tenido un impacto dramático en la forma en que compartimos y accedemos a la 

información y a las ideas.  

 

En ese sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos se ha 

manifestado sobre la importancia que reviste la libertad de expresión al señalar 

que constituye uno de los pilares esenciales de la sociedad democrática y 

condición fundamental para el progreso y desarrollo personal de cada individuo; 

por lo que refiere, no sólo debe garantizarse la difusión de información o ideas 

que son recibidas favorablemente o consideradas inofensivas o indiferentes, sino 

también aquéllas que ofenden, resultan ingratas o perturban al Estado. 

 

En el mismo sentido, otros tribunales como, por ejemplo, la Suprema Corte 

de Estados Unidos ha señalado que Internet es un medio de comunicación único 

y novedoso que permite la comunicación a nivel mundial entre los individuos, cuya 

evolución es permanente, y permite a los usuarios obtener información a través de 

diferentes mecanismos. 
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De esta forma, el parámetro de maximización de la libertad de expresión 

abarca también a la información y comunicación generada a través de internet, 

entre ella, la que se relaciona con las denominadas redes sociales, en el caso, de 

Facebook. Además que nunca se acredito la identidad de la persona que subió 

dicha página a la red social ni mucho menos abastece su contenido, ya que no se 

tiene por acreditado que la C. Yenssi Gutiérrez López haya hecho las 

publicaciones en Facebook. 

 

En ese sentido, este Órgano Jurisdiccional advierte que el Internet es un 

instrumento específico y diferenciado para potenciar la libertad de expresión en el 

contexto del Proceso Electoral, ya que cuenta con una configuración y diseño que 

los hacen distinto respecto de otros medios de comunicación, en virtud de la 

manera en que se genera la información, el debate y las opiniones de los usuarios 

lo cual hace que se distinga respecto de otros medios de comunicación como la 

televisión, el radio o los periódicos. 

 

Las características particulares de Internet deben ser tomadas en cuenta al 

momento de regular o valorar alguna conducta generada en este medio, ya que 

justo estas hacen que sea un medio privilegiado para el ejercicio democrático, 

abierto, plural y expansivo de la libertad de expresión. 

 

Al respecto, en la Declaración conjunta sobre la libertad de expresión e 

Internet, el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y 

de Expresión, junto con la Relatora Especial de la Organización de Estados 

Americanos, entre otros, señalaron que los enfoques de reglamentación 

desarrollados para otros medios de comunicación –como telefonía o radio y 

televisión– no pueden transferirse sin más a Internet, sino que deben ser 

diseñados específicamente para este medio, atendiendo a sus particularidades. 

 

La Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Organización de 

los Estados Americanos ha señalado que las medidas que puedan de una u otra 

manera afectar el acceso y uso de internet deben interpretarse a la luz del 

principio del derecho a la libertad de expresión, en los términos del artículo 13 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La propia Relatoría ha 

señalado como principios orientadores para la libertad de expresión en internet los 

siguientes: 

 

- Acceso: Se refiere a la necesidad de garantizar la conectividad y el acceso 

universal, ubicuo, equitativo, verdaderamente asequible y de calidad adecuada, a 

la infraestructura de Internet. 
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- Pluralismo: Maximizar el número y la diversidad de voces que puedan participar 

de la deliberación pública, lo cual es condición y finalidad esencial del proceso 

democrático. Por lo que el estado se debe asegurar que no se introduzcan en 

Internet cambios que tengan como consecuencia la reducción de voces y 

contenidos. 

 

- No discriminación: Adoptar las medidas necesarias, para garantizar que todas 

las personas –especialmente aquellos pertenecientes a grupos vulnerables o que 

expresan visiones críticas sobre asuntos de interés público– puedan difundir 

contenidos y opiniones en igualdad de condiciones. 

 

- Privacidad: Respetar la privacidad de los individuos y velar por que terceras 

personas no incurran en conductas que puedan afectarla arbitrariamente. 

 

Los principios señalados, implican, como lo sostuvo la citada Relatoría en 

su informe anual de dos mil nueve, que las garantías para la libertad de expresión 

a través de Internet deben ser robustas, pues son, en la actualidad, una condición 

de posibilidad para la apertura de la esfera pública. 

 

En el ámbito político, y en específico al hablar del ejercicio de la libertad de 

expresión en sociedades democráticas, los espacios en internet ofrecen a los 

usuarios el potencial para que cualquier persona manifieste su desacuerdo con 

las propuestas y resultados ofrecidos por un partido político, o por el contrario, su 

simpatía con determinada ideología político-social, y consecuentemente, realicen 

actividades en oposición o a favor de los candidatos o partidos políticos hacia los 

cuales tienen afinidad, ello a través de redes sociales, pues éstas plataformas 

digitales facilitan dicha tarea al hacer llegar los mensajes con inmediatez y 

globalmente. 

 

En este sentido, Juan Ignacio Belbis expone que la Web 2.0 produjo un 

quiebre fundamental en el sentido de que cualquier usuario encuentra la 

oportunidad de ser un productor de contenidos y no un mero espectador15. Lo 

anterior permite que en la actualidad exista la posibilidad de un electorado más 

involucrado en los procesos electivos y propicia la participación espontánea del 

mismo, situación que constituye un factor relevante en las sociedades 

democráticas, desarrollando una sensibilidad concreta relativa a la búsqueda, 

recepción y difusión de información e ideas en la red, en uso de su libertad de 

expresión. 
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Por las razones apuntadas, la Sala Superior considero que la libertad de 

expresión en el contexto de un Proceso Electoral tiene una protección especial, 

pues en las sociedades democráticas en todo momento se debe buscar privilegiar 

el debate público, lo cual se potencia tratándose de Internet, ya que las 

características especiales que tiene como medio de comunicación facilitan el 

acceso a la información por parte de cualquier ciudadano, para conocerla o 

generarla de manera espontánea, lo cual promueve un debate amplio y robusto, 

en el que los usuarios intercambian ideas y opiniones, positivas o negativas, de 

manera ágil, fluida y libremente, generando un mayor involucramiento del 

electorado en los temas relacionados con la contienda electoral, lo cual implica 

una mayor apertura y tolerancia que debe privilegiarse a partir de la libertad de 

expresión y el debate público, condiciones necesarias para la democracia. 

 

De lo contrario, no sólo se restringiría la libertad de expresión dentro del 

contexto del Proceso Electoral, sino que también se desnaturalizaría a Internet 

como medio de comunicación plural y abierta, distinta a la televisión, la radio y los 

medios impresos, lo que no excluye la existencia de un régimen de 

responsabilidad adecuado al medio de internet. 

 

Dentro de Internet se debe considerar a las redes sociales como un factor 

real y creciente, cuya influencia cada día es mayor. 

 

De acuerdo con el informe "Perspectivas desde el barómetro de las 

Américas 2013", la utilización de las redes sociales en general y los ejemplos 

exitosos de incursión del activismo político mediante dichos mecanismos, 

sugieren que esta tendencia continuará en el futuro, de manera que los 

ciudadanos utilizaran cada vez más los medios sociales como medios idóneos y 

efectivos para distribuir información política. En dicho reporte se señala que: El 

uso de las redes sociales con fines políticos en las Américas es un complemento 

positivo a las formas convencionales de participación política. Aquellos que 

utilizan las redes sociales con fines políticos en América Latina son más 

polarizados ideológicamente, pero también son más tolerantes políticamente y 

apoyan más la democracia en abstracto. 

 

En el reporte sobre libertad en la conectividad y libertad de expresión 

elaborado para la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura (UNESCO), se entiende como red social el servicio que prevé 

herramientas para construir vínculos entre personas, la cual implica un servicio en 

el que cada usuario puede tener su propio perfil y generar vínculos con otros 

usuarios. 
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Con ello coinciden algunos autores, como, por ejemplo, José Antonio 

Caballar señala que las redes sociales son plataformas de comunidades virtuales 

que proporcionan información e interconectan personas, las cuales pueden 

conocerse previamente o hacerlo a través de la propia red. 

 

Existen diferentes tipos de redes sociales: 

 

- Genéricas: Son las más comunes, pues su enfoque es más amplio y 

generalizado. 

 

- Profesionales: Sus miembros se relacionan en función de su actividad 

profesional. 

 

- Temáticas: Unen a las personas a partir de un tema específico. 

 

Las redes sociales requieren de una interacción deliberada y consciente, 

que se desenvuelve en un plano multidireccional entre sus diversos usuarios para 

mantener activa la estructura de comunicación, ya que es mediante la 

manifestación de voluntad e interés particular de los usuarios de compartir o 

buscar cierto tipo de información, como de participar en una discusión, grupo o 

comunidad virtual determinados, lo que contribuye de manera decisiva en la 

generación dinámica del contenido y en la subsecuente formación de un diálogo 

abierto, indiscriminado e imprevisible. 

 

Las características de las redes sociales como un medio que posibilita el 

ejercicio cada vez más democrático, abierto, plural y expansivo de la libertad de 

expresión, provoca que la postura que se adopte en torno a cualquier medida que 

pueda impactarlas, deba estar orientada, en principio, a salvaguardar la libre y 

genuina interacción entre los usuarios, como parte de su derecho humano a la 

libertad de expresión, para lo cual, resulta indispensable remover limitaciones 

potenciales sobre el involucramiento cívico y político de los ciudadanos a través 

de Internet, que requiere de las voluntades del titular de la cuenta y sus 

"seguidores" o "amigos" para generar una retroalimentación entre ambos. 

 

En cuanto a la red social Facebook, es una herramienta social para 

conectar personas, descubrir y crear nuevas amistades, subir fotos y compartir 

vínculos de páginas externas y videos. 

 

La popularidad de Facebook tiene varias causas, algunas son las siguientes: 
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 La facilidad de compartir contenido, ya sea este links, fotos o videos. 

 

 La posibilidad casi sin límites de subir las fotos. 

 

 La interface sencilla, aún para el usuario no experimentado en la 

navegación web. 

 

 La facilidad de convertirse en miembro y crear una cuenta. 

 

 La facilidad que agrega el chat, nunca vista, que hace que no sea 

necesario una herramienta de terceros para comunicarse en tiempo real. 

 

 La integración de mensajes y correos electrónicos. 

 

 Las recomendaciones de nuevos amigos. 

 

 Las exitosas páginas de fans beneficiosas para negocios, empresas y 

marcas. 

 

 La posibilidad de los desarrolladores de crear aplicaciones para integrarlas 

y ganar dinero por ello. 

 

Estos y muchos otros factores hacen que Facebook sea la red muy usual, 

tanto para personas, negocios y empresas, hasta para el spam. 

 

Para registrarse en Facebook solo se necesita una dirección de email válida. 

 

Es el sitio más visitado de internet después de Google. 

 

En el caso concreto, las publicaciones de Facebook, no le causan agravio 

alguno, en relación con lo citado. 

 

Por lo que hace a las 63 fotografías en 24 hojas de eventos diversos, las 

mismas no tienen valor probatorio, porque el artículo 357 del Código Electoral del 

Estado, dice que se considerarán pruebas técnicas las fotografías, otros medios 

de reproducción de imágenes y, en general, todos aquellos elementos aportados 

por los descubrimientos de la ciencia que puedan ser desahogados sin necesidad 

de peritos o instrumentos, accesorios, aparatos o maquinaria que no estén al 

alcance del órgano competente para resolver. En estos casos, el aportante 
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deberá señalar concretamente lo que pretende acreditar, identificando a las 

personas, los lugares y las circunstancias de modo y tiempo que reproduce 

la prueba; y es caso que el oferente no cumple con esta carga probatoria. 

 

Si revisamos las impresiones fotográficas que obran en autos, tenemos 

que se muestran publicaciones de inicio de campaña según su decir, pero no 

podemos apreciar, tiempo, lugar y modo, que son las fotos 1 a la 8, las fotos 9 y 

10 habla de la presencia de un grupo “Yo amo Mixquiahuala”, sin poder 

determinar a quien pertenecen; las hojas 11 y 12 que son los transportes que dice 

se utilizaron en las actividades de proselitismo, no es posible determinar eso, no 

hay temporalidad, no existe, lugar u ocasión; de la 13 a la 15 que dice está la 

candidata suplente con un funcionario federal, no se puede establecer ello, no 

existe lugar, tiempo, que lleve a concluir esa situación; la 16 y 17 que dice que se 

entregan obsequios por un funcionario, adolecen de tiempo, de lugar de modo; 18 

y 19 que refiere regalos por día de las madres en una comunidad, no se puede 

establecer esa comunidad y esa fecha y quienes estuvieron en ella; de la 20 y la 

21 que dice se entregaron juguetes, eso no se puede establecer en qué lugar fue, 

quienes son los beneficiarios y quien es el dirigente; lo mismo de la 22 y 23 que 

dice de juguetes y la hoja 24 donde otra organización, según su decir, entrega 

propaganda, no se puede precisar la fecha, el lugar, requisitos mínimos para 

poder valorarlas, razón por las que carecen de valor probatorio, a consecuencia 

de ello se declara de inoperante el agravio que pretende hacer valer el recurrente. 

 

Lo anterior tal y como consta en la Jurisprudencia 4/2014, aprobada por la 

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en 

sesión publicada celebrada el 26 de marzo de 2014, visible en la gaceta de 

Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, Año 7, número 14, 2014, páginas 23 y 24, cuyo rubro y texto 

son del tenor siguiente: 

 

PRUEBAS TÉCNICAS. SON INSUFICIENTES, POR SÍ SOLAS, PARA 

ACREDITAR DE MANERA FEHACIENTE LOS HECHOS QUE CONTIENEN.- 

De la interpretación de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 14, párrafos 1, inciso c), y 6, 16, párrafos 1 y 3, de 

la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se 

desprende que toda persona tiene derecho a un debido proceso, para lo cual 

se han establecido formalidades esenciales, y que en los medios de 

impugnación previstos en materia electoral pueden ser ofrecidas, entre otras, 

pruebas técnicas. En este sentido, dada su naturaleza, las pruebas técnicas 

tienen carácter imperfecto -ante la relativa facilidad con que se pueden 
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confeccionar y modificar, así como la dificultad para demostrar, de modo 

absoluto e indudable, las falsificaciones o alteraciones que pudieran haber 

sufrido- por lo que son insuficientes, por sí solas, para acreditar de manera 

fehaciente los hechos que contienen; así, es necesaria la concurrencia de 

algún otro elemento de prueba con el cual deben ser adminiculadas, que las 

puedan perfeccionar o corroborar. 

Quinta Época: Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-041/99. —

Actor: Coalición integrada por los Partidos de la Revolución Democrática, del 

Trabajo y Revolucionario de las y los Trabajadores. —Autoridad responsable: 

Sala de Segunda Instancia del Tribunal Electoral del Estado de Guerrero. —30 

de marzo de 1999. —Unanimidad de votos. —Ponente: Mauro Miguel Reyes 

Zapata. —Secretario: Juan Manuel Sánchez Macías.  

 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-050/2003. —Actor: Partido 

Acción Nacional. —Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado de 

México. —30 de abril de 2003. —Unanimidad de cinco votos. —Ponente: José 

Luis de la Peza. —Secretario: Felipe de la Mata Pizaña.  

 

Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2007 y acumulado. —Recurrentes: Partido 

Verde Ecologista de México y otro. —Autoridad responsable: Consejo General 

del Instituto Federal Electoral. —21 de septiembre de 2007. —Unanimidad de 

seis votos. Ponente: Constancio Carrasco Daza. —Secretario: Fidel Quiñones 

Rodríguez. La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintiséis de marzo 

de dos mil catorce, aprobó por mayoría de cuatro votos la jurisprudencia que 

antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, Año 7, Número 14, 2014, páginas 23 y 24. 

 

Robusteciendo lo anterior el recurrente en la mayoría de los casos no 

precisa las circunstancias de modo tiempo y lugar de las fotografías que exhibe, 

ya que omitió hacer referencia sobre la descripción de la acción u omisión que 

supuestamente se desplegaba, la fecha y hora en que se realizó el acto, así 

como el lugar donde se llevó acabo, todo lo cual indica, que no genera indicios 

sobre las irregularidades que reclama la parte actora. 

 

Es aplicable al respecto, la jurisprudencia 36/2014, emitida por la Sala 

Superior, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

 

PRUEBAS TÉCNICAS. POR SU NATURALEZA REQUIEREN DE LA 

DESCRIPCIÓN PRECISA DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS QUE SE 

PRETENDEN DEMOSTRAR.- El artículo 31, párrafo segundo, de la Ley 
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Procesal Electoral para el Distrito Federal define como pruebas técnicas, 

cualquier medio de reproducción de imágenes y, en general todos aquellos 

elementos científicos, y establece la carga para el aportante de señalar 

concretamente lo que pretende acreditar, identificando a personas, lugares, así 

como las circunstancias de modo y tiempo que reproduce la prueba, esto es, 

realizar una descripción detallada de lo que se aprecia en la reproducción de la 

prueba técnica, a fin de que el tribunal resolutor esté en condiciones de 

vincular la citada prueba con los hechos por acreditar en el juicio, con la 

finalidad de fijar el valor convictivo que corresponda. De esta forma, las 

pruebas técnicas en las que se reproducen imágenes, como sucede con las 

grabaciones de video, la descripción que presente el oferente debe guardar 

relación con los hechos por acreditar, por lo que el grado de precisión en la 

descripción debe ser proporcional a las circunstancias que se pretenden 

probar. Consecuentemente, si lo que se requiere demostrar son actos 

específicos imputados a una persona, se describirá la conducta asumida 

contenida en las imágenes; en cambio, cuando los hechos a acreditar se 

atribuyan a un número indeterminado de personas, se deberá ponderar 

racionalmente la exigencia de la identificación individual atendiendo al número 

de involucrados en relación al hecho que se pretende acreditar. 

 

Quinta Época: Juicio para la protección de los derechos político-electorales 

del ciudadano. SUP-JDC-377/2008. —Actores: Rodolfo Vitela Melgar y otros. 

—Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Distrito Federal. —11 de junio 

de 2008. —Unanimidad de cinco votos. —Ponente: Pedro Esteban Penagos 

López. —Secretarios: Sergio Arturo Guerrero Olvera y Andrés Carlos 

Vázquez Murillo.  

 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. 

SUP-JDC-604/2012. —Actores: Evaristo Hernández Cruz y otros. —

Autoridad responsable: Tribunal Electoral del Estado de Tabasco. —26 de 

abril de 2012. —Unanimidad de cuatro votos. —Ponente: Flavio Galván 

Rivera. —Secretario: Pedro Bautista Martínez. Recurso de reconsideración. 

SUP-REC-890/2014. —Recurrentes: Habacuq Iván Sumano Alonso y otros. 

—Autoridad responsable: Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, correspondiente a la Tercera Circunscripción 

Plurinominal, con sede en Xalapa, Veracruz. —1° de septiembre de 2014. —

Unanimidad de votos. —Ponente: Manuel González Oropeza. —Secretarios: 

Carlos Ortiz Martínez y Javier Aldana Gómez.  

 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintinueve de septiembre de 

dos mil catorce, aprobó por unanimidad de seis votos la jurisprudencia que 

antecede y la declaró formalmente obligatoria. 
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Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, Año 7, Número 15, 2014, páginas 59 y 

60. 

 

Robusteciendo lo anterior la Sala Superior ha sostenido de manera 

reiterada que las pruebas técnicas como son las fotografías, únicamente tienen 

un valor probatorio de indicio, que por sí solo, no hace prueba plena, sino que 

necesita ser corroborado o adminiculado con otros medios de convicción; ya que 

atendiendo los avances tecnológicos y de la ciencia, son documentos que 

fácilmente pueden ser elaborados o confeccionados haciendo ver una imagen 

que no corresponde a la realidad de los hechos, sino a uno que se pretende 

aparentar, pues es un hecho notorio que actualmente existen un sin número de 

aparatos, instrumentos y recursos tecnológicos y científicos para la obtención de 

imágenes de acuerdo al deseo, gusto o necesidad de quien las realiza, ya sea 

mediante la edición total o parcial de las representaciones que se quieran captar 

y de la alteración de estas. 

 

De ahí que, resulta inconcuso que las impresiones fotográficas en cuestión 

resultan insuficientes, en sí mismas, para tener por justificado fehacientemente 

los supuestos gastos a que se refirió el actor, máxime que de tales probanzas no 

se puede desprender con precisión la temporalidad de las mismas. 

 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en los artículos 1, 8, 13, 

14, 16, 17, 116 fracción IV inciso B y 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 11 de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3, 4, 4 Bis, 9, 24 fracción 

IV, 94, 96 último párrafo, y 99, apartado C, de la Constitución Política para el 

Estado de Hidalgo; 1, 2, 66, 127, 128, 346 fracción III, 371 Y 416, 417, 422, 424, 

425, 426, 427, 429, 430, 431 y  432 del Código Electoral del Estado de Hidalgo; 1, 

2, 4, 7 y 12 fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado de 

Hidalgo; 1, 9, y 14, fracción I, del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del 

Estado de Hidalgo; es de resolverse y se: 

 

 

R E S U E L V E 
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PRIMERO. Este Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo es competente 

para conocer y resolver el presente asunto, en términos del considerando I de la 

presente resolución.  

 

 

SEGUNDO. Ante lo INFUNDADO e INOPERANTE de los motivos de 

inconformidad formulados por José Luis García Cruz en representación del 

Partido Acción Nacional, se CONFIRMAN los Resultados consignados en el Acta 

de Cómputo Distrital, la Declaración de Validez de la Elección de Diputados en el 

Distrito VII de MIXQUIAHUALA DE JUÁREZ, HIDALGO y la Entrega de 

Constancia de Mayoría en favor de la formula registrada por la Coalición “Un 

Hidalgo con Rumbo”. En tal virtud los candidatos deben rendir protesta 

constitucional y tomar posesión de ese cargo el 05 cinco de septiembre de 2016 

dos mil dieciséis. 

 

 

TERCERO. Hágase del conocimiento público la presente resolución a 

través del portal web de este Órgano Jurisdiccional. 

 

 

CUARTO. Notifíquese y cúmplase. 

 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad de votos las y los Magistrados 

que integran el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, Presidente Manuel 

Alberto Cruz Martínez, Magistrada María Luisa Oviedo Quezada, Magistrada 

Mónica Patricia Mixtega Trejo, Magistrado Jesús Raciel García Ramírez y 

Magistrado Javier Ramiro Lara Salinas, siendo ponente el último de los 

nombrados, quienes actúan con el Secretario General Ricardo César González 

Baños, que autentica y da fe. DOY FE. 


